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senado de la república

A partir de la promulgación de la reforma político electoral de 2014 es importante estudiar sus efectos para 
entender, con mayor claridad, el alcance que han tenido estas modificaciones en la relación entre el Poder 
Ejecutivo y el Legislativo. Por esta razón, este documento presenta un balance de la implementación de 
esta reforma con el objetivo de proveer evidencia acerca de los avances que ha sido posible documentar 
a lo largo de los últimos años, así como sobre los aspectos que continúan pendientes de atender para la 
consecución de los objetivos centrales de la reforma. En particular, este texto enfatiza aquellos temas que 
demandan la intervención del Poder Legislativo para consolidar los cambios promovidos por la reforma 
político electoral.

Para esto, el documento se divide en cuatro secciones principales. La primera parte describe brevemente el 
contenido de la reforma. Posteriormente, se presenta un análisis de la implementación, con énfasis en los 
avances observados hasta el momento. La tercera sección se centra en la discusión de los temas derivados 
de la reforma político electoral que constituyen asuntos pendientes y que, sobre todo, tienen implicaciones 
relevantes para el Poder Legislativo. Por último, se exponen algunas reflexiones finales.

Reforma político electoral: 
Balance y agenda pendiente

Este documento tiene como insumo principal 
el análisis realizado por el Instituto Belisario 
Domínguez (IBD) en 2016 sobre las reformas 
estructurales. En esta sección se retoma mencio-
nado documento con el propósito de describir 
al lector, de forma sucinta, el contenido de la 
reforma. Con base en esta descripción será 
posible, en secciones subsecuentes, documentar 
y discutir los avances observados.

En dicho análisis, Castellanos (2016: 10) se centró 
en tres aspectos de la reforma Constitucional:

(a) los diagnósticos sobre los problemas en 
materia política y electoral que la reforma se 
propuso enfrentar; (b) los primeros avances en 
la instrumentación de la reforma y sus princi-
pales resultados en el marco del proceso elec-
toral de 2015, y (c) en función de los primeros 
resultados de la reforma, una valoración sobre 

los desafíos que esta enfrenta tomando en 
cuenta los objetivos y problemas que la misma 
propuso encarar. 

Esta reforma surgió en un escenario en el que 
predominaba la desconfianza institucional y 
una fuerte crisis de representación política con 
niveles decrecientes de apego a la democracia, 
un aspecto que ha estado presente en las discu-
siones sobre la calidad de la democracia en 
México, donde la reflexión se ha centrado en 
la valoración de las condiciones que favorecen 
la participación ciudadana (electoral y no elec-
toral), así como en las actitudes de los ciuda-
danos hacia la política (INE, 2016).  

En este escenario, la reforma promovió la cons-
trucción de un nuevo andamiaje jurídico e insti-
tucional para superar estos desafíos observados 
en la democracia mexicana. Desde la óptica de 
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Castellanos (2016), es posible identificar cuatro 
componentes principales de la reforma: (1) 
temas electorales, (2) ampliación de derechos 
ciudadanos de participación, (3) construcción 
de gobierno y régimen político, (4) y autonomía 
de órganos de Estado. 

Estos cuatro elementos derivan en la identifica-
ción de una serie de modificaciones al sistema 
político (figura 1), las cuales, como señala Caste-
llanos, son “de amplio alcance tanto por la diver-
sidad de los temas que busca modificar como 
por la profundidad de dichos cambios” (2016: 
61). Esta descripción general pone de manifiesto 
algunos elementos importantes para realizar el 
balance de la implementación de esta reforma. 
Por una parte, la ampliación de las facultades del 
Instituto Nacional Electoral (INE) y las implica-
ciones de esto en las capacidades institucionales 
existentes. Por otra, también abona a la discu-
sión sobre las nuevas condiciones que promovió 
la reforma en materia de ampliar el acceso a la 
participación en la vida política nacional, por 
ejemplo, a través de las candidaturas indepen-
dientes y de la paridad de género.

En términos generales, un balance sobre la 
implementación de la reforma político electoral 
se basa fundamentalmente en la valoración 

de en qué medida el INE, como la autoridad 
electoral nacional, ha sido capaz de asumir el 
conjunto de nuevas obligaciones previstas en la 
normatividad y de ejecutarlas de forma efectiva. 
Adicionalmente, la valoración de esta reforma 
permite también reflexionar acerca de su capa-
cidad para ampliar los derechos políticos de la 
ciudadanía.

Desde una perspectiva integral, uno de los 
aspectos clave a evaluar respecto de esta 
reforma en particular es cómo las modifica-
ciones promovidas han creado condiciones 
más favorables para la competencia electoral 
y un mayor equilibrio entre los Poderes de la 
Unión. Este último punto no es menor dado 
que el espíritu de la reforma se centró en 
brindar “mayor certidumbre, equidad y trans-
parencia a la competencia democrática, tanto 
a nivel nacional como local” (Gobierno de la 
República, 2014: 20).

La descripción exhaustiva de los cambios 
promovidos por esta reforma excede el obje-
tivo y el alcance del presente documento, 
no obstante, este panorama de su contenido 
guiará la discusión que se presenta en las 
siguientes secciones sobre los avances obser-
vados.

Figura 1. Contenido básico de la reforma político electoral 

Fuente: Elaboración propia con base en Castellanos (2016) y Gobierno de la República (2014).
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El conjunto de modificaciones que se describió 
de forma sucinta en la sección anterior derivó 
en la ejecución de distintas acciones que vale 
la pena documentar. Esto, con el propósito de 
obtener un panorama del nivel de avance en la 
implementación que ha presentado la reforma 
político electoral que ocupa a este texto. En 
este sentido, el análisis se centra en valorar 
las nuevas responsabilidades constitucionales 
y legales que obtuvo el nuevo INE, ya como 
órgano rector de las elecciones en el ámbito 
nacional.

Estas responsabilidades pueden ubicarse en tres 
grandes rubros: organización del sistema elec-
toral nacional, acceso a derechos político-electo-
rales y fiscalización de recursos de los partidos 
políticos. En esta sección se abordan cada uno 
de estos rubros y se identifican los avances, 
obstáculos y temas pendientes. 

1. Organización del sistema electoral 
nacional

Con la creación de un sólo sistema nacional para 
la organización de elecciones, se estableció un 
Instituto Nacional Electoral con nuevas facul-
tades para la organización de las elecciones. 
Esto se tradujo en cambios a la organización 
del Instituto; uno de los más evidentes fue el 
aumento en el número de consejeros gene-
rales (de 9 a 11); se crearon, además, nuevas 
comisiones, direcciones ejecutivas y unidades 
técnicas para atender las nuevas responsabili-
dades que se confirieron a la autoridad electoral 
nacional tales como: designación de conse-
jeros de los Órganos Públicos Locales Electo-
rales (OPLE), un Servicio Profesional Electoral 
Nacional y el establecimiento de nuevas norma-
tivas generales, a partir de las nuevas facultades 
de asunción y atracción del INE.

Bajo el nuevo sistema, el Consejo General del 
INE ha designado a los consejos generales de 
los 32 OPLE, con base en criterios técnicos de 
evaluación y considerando una distribución 
de paridad de género, una actividad operada 
desde la Unidad Técnica de Vinculación con 
los OPLE y de la Comisión de Vinculación 
con los OPLE del Consejo General del INE. 

En cada OPLE se designaron 7 consejeros para 
la conformación de su consejo general. En este 
rubro, de los 224 consejeros designados, 52.2% 
son mujeres y 47.8% son hombres, además se 
identifica que 15 consejos generales son presi-
didos por mujeres.

Derivado de este proceso de conformación de 
los consejos generales de los OPLE, es impor-
tante señalar que, partidos y ciudadanos han 
presentado, hasta la fecha, 85 procedimientos 
de remoción, de los cuales, únicamente cinco 
han sido considerados como fundados. A pesar 
de esto y, de las diversas sanciones que prevé la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales (LEGIPE) en su artículo 102, las 
cuales permiten al Consejo General emitir aper-
cibimientos o sanciones específicas, sólo en 
dos casos se llevaron a cabo destituciones de 
consejeros: en Chiapas y Colima, en el marco de 
las elecciones del año 2015. La argumentación 
provista por el Consejo General para esta deci-
sión fue que dichos consejeros fueron incapaces 
de ejercer sus funciones. 

En materia de las atribuciones de asunción 
y atracción del INE orientadas a apoyar las 
tareas organizativas de los OPLE, el ejercicio de 
estas facultades se ha centrado principalmente 
en cubrir necesidades técnicas, con el fin de 
proporcionar datos que brinden certeza sobre el 
resultado de sus procesos electorales, a través 
de acciones como emitir los lineamientos para 
el registro de coaliciones electorales, el cobro de 
sanciones derivadas de la revisión de informes 
de campaña y anuales, así como la implemen-
tación del  Programa de Resultados Electorales 
Preliminares (PREP) y conteos rápidos en las 
elecciones a gobernador. En este rubro, el INE 
también se ha encargado de temas que garan-
ticen el funcionamiento político de los OPLE. Al 
respecto, destaca el caso de Durango, entidad 
en la que el INE emitió los criterios a seguir 
para la designación de los titulares de las áreas 
ejecutivas de dirección. Un caso similar ocurrió 
en Tamaulipas en donde el INE identificó que 
el secretario ejecutivo de la autoridad electoral 
local contaba con una militancia partidista, 
aspecto que podía mermar la imparcialidad del 
OPLE.

1 Esta sección retoma información de Ramírez Lemus (2018) y Ramírez y Zepeda (2017).

II. AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN1 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGIPE_270117.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGIPE_270117.pdf
http://portalanterior.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/Programa_de_Resultados_Electorales_Preliminares_PREP/
http://portalanterior.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/Programa_de_Resultados_Electorales_Preliminares_PREP/
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En lo relativo al tema de profesionalización, 
destaca la implementación del Servicio Profe-
sional Electoral Nacional (SPEN), el cual provee 
criterios unificados para la designación de 
funcionarios electorales en los OPLE de todo el 
país, basados en el Estatuto del Servicio Profe-
sional Electoral Nacional. Este documento esta-
blece un catálogo nacional de plazas vacantes, 
determina que se realicen concursos públicos 
para los nuevos puestos del SPEN, así como 
que los nuevos servidores públicos pasen por 
un proceso de certificación y capacitación apro-
bado por el INE. En particular, se han realizado 
concursos públicos exclusivos para mujeres, 
con el propósito de que esto permita aumentar 
su presencia en actividades electorales. Estos 
procesos son implementados por la Dirección 
Ejecutiva de Administración del Servicio Profe-
sional Electoral Nacional y son vigilados por 
la Comisión del Servicio Profesional Electoral 
Nacional del Consejo General del INE.

Estas actividades, como se describe, son la 
instrumentación de las nuevas funciones otor-
gadas al INE en el marco de la organización del 
nuevo sistema electoral nacional previsto en 
la reforma. En términos de estas actividades, 
la reforma ha promovido la homologación 
de procesos electorales sustantivos como los 
conteos rápidos, los PREP, la papelería electoral, 
la organización de las casillas, así como algunos 
más específicos relacionados con procesos 
administrativos internos de los OPLE. Esto es 
importante para el análisis ya que la homolo-
gación de dichos procesos promueve, por una 
parte, la disminución de distorsiones en la 
implementación en todo el territorio nacional, 
mientras por otra, la emisión de criterios para 
el desarrollo de estas actividades constituye un 
conjunto de procesos que podrían favorecer el 
fortalecimiento de las capacidades institucio-
nales de los OPLE. 

Sin embargo, es importante señalar que la 
ampliación de las facultades otorgadas al INE 
también impuso desafíos organizacionales 
asociados con el aumento de la carga admi-
nistrativa en el Instituto, pues debe ejecutar 
más acciones en un contexto de mayor presión 
presupuestaria.2

Adicionalmente, es necesario señalar que el INE 
ha enfrentado también complicaciones espe-
cíficas en elecciones locales. En la elección de 
Colima en 2015, por ejemplo, no se siguieron los 
estándares establecidos para el conteo rápido y 
se dieron a conocer resultados con datos inco-
rrectos. Lo anterior provocó que el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF) ordenara la destitución de la conse-
jera presidenta de dicho OPLE. Este ejemplo 
pone de manifiesto la complejidad inherente a 
los procesos de implementación, esto significa 
que no basta con emitir criterios para el desa-
rrollo de las distintas actividades previstas en el 
marco de la organización de una elección, sino 
que demanda también un monitoreo y supervi-
sión rigurosos.

Así, el proceso electoral en curso pondrá a 
prueba las capacidades de organización del 
INE con base en el sistema de los OPLE en 
las 30 entidades de la República en las que se 
celebrarán elecciones locales; de ellas, nueve 
serán de gobernador; tres exclusivamente de 
congreso local; en tres sólo alcaldías y,  en el 
resto, congreso local y alcaldías. Sumado a los 
cargos federales de Presidente de la República, 
diputados y senadores, habrá 3400 cargos en 
disputa. Esto es resultado de la recalendari-
zación de los procesos electorales locales para 
que estos fueran concurrentes con las elecciones 
federales. Sobre la dimensión de este proceso 
electoral se abunda a continuación al abordar el 
tema de la fiscalización. 

2. Fiscalización y sistema de nulidades

Con la reforma electoral de 2014, el modelo de 
fiscalización sufrió también cambios impor-
tantes que pueden sintetizarse en tres ejes: 1) 
el INE se convirtió en la institución encargada 
de fiscalizar las elecciones federales y locales; 
2) se incluyeron nuevas causales de nulidad de 
elecciones: por rebase de topes de campaña (en 
un 5% del monto autorizado), uso de recursos 
de procedencia ilícita y, compra de cobertura 
informativa en radio y/o televisión fuera de 
lo autorizado por la Ley, estas nuevas causales 
ponen la labor fiscalizadora del Instituto como 

2 A finales de 2017, en Consejo General del INE aprobó un ajuste presupuestario de 800 millones de pesos, enfatizando 
que esta reducción no afectaría la organización del proceso electoral 2017-2018. INE (2017). “Aprueba Consejo General 
ajuste a presupuesto del INE para 2018”. Comunicado de prensa núm. 448. Disponible en: https://centralelectoral.ine.
mx/2017/12/08/aprueba-consejo-general-ajuste-presupuesto-del-ine-para-2018/ 

https://centralelectoral.ine.mx/2017/12/08/aprueba-consejo-general-ajuste-presupuesto-del-ine-para-2018/
https://centralelectoral.ine.mx/2017/12/08/aprueba-consejo-general-ajuste-presupuesto-del-ine-para-2018/
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piedra angular para asegurar su correcta aplica-
ción; y 3) se crearon dos herramientas informá-
ticas para que partidos y candidatos registren 
la información financiera sobre sus ingresos 
y gastos: el Sistema Integral de Fiscalización 
(SIF) y el Registro Nacional de Proveedores 
(RNP), herramientas utilizadas por la Unidad 
Técnica de Fiscalización para el desarrollo de 
sus tareas. 

Hasta la fecha, estos instrumentos han sido 
puestos a prueba en las elecciones de los años 
2015, 2016 y 2017. Ambos mecanismos, el SIF y 
el RNP, han facilitado a la autoridad electoral 
identificar gastos no reportados, no compro-
bados y registros extemporáneos de opera-
ciones. La mayor parte de las sanciones a los 
partidos políticos en dichas elecciones se debe 
justamente a estas infracciones a la normati-
vidad electoral y, en particular, esto ha deri-
vado en el aumento del total de multas en los 
distintos procesos electorales. Por ejemplo, 
en 2017 aumentó en un 40% el monto de las 
multas que impuso el INE a partidos políticos 
en procesos electorales locales (Ramírez y 
Zepeda, 2017: 24-26).

Si bien la anulación de elecciones no es un 
elemento novedoso en el sistema electoral 
mexicano, la reforma electoral de 2014 incluyó 
nuevas causales para invalidar el resultado 
de cualquier elección, siempre y cuando se 
compruebe el rebase de los topes de gasto o el 
uso indebido de recursos públicos o privados. 
Gracias a la reducción de tiempos de fisca-
lización que ha determinado la legislación 
electoral ha sido posible hacer más eficiente 
este proceso y contar con informes de fiscali-
zación en tiempo para contar con elementos 
para validar elecciones locales; sin embargo, 
como sucedió en la elección de gobernador 
del estado de Coahuila, el TEPJF ha reducido 
los cálculos del INE sobre rebase de topes de 
campaña, lo cual ha evitado que se anulen 
elecciones. En parte, este problema se debe a 
la heterogeneidad de criterios que utilizan las 
entidades federativas para calcular los topes 
de gastos de campaña, un aspecto que dificulta 
la anulación de una elección. Algunas legisla-
ciones locales, por ejemplo, utilizan el tamaño 
de la lista nominal de electores, otras toman 
en cuenta una porción del financiamiento 
público que se le otorga a los partidos polí-
ticos, mientras algunos otros estados hacen 
consideraciones demográficas, económicas y 
territoriales, (Ramírez y Zepeda, 2017a).

Finalmente, a pesar de que el INE tiene facul-
tades para investigar y sancionar el uso de 
recursos de procedencia ilícita o de recursos 
públicos, hasta la fecha, el INE no ha reportado 
que se hayan utilizado, de manera determi-
nante, recursos de esta naturaleza en elecciones 
en donde la diferencia entre la votación obte-
nida entre el primer y segundo lugar sea menor 
al 5%. Así, el diseño del nuevo sistema de fiscali-
zación ha sido suficiente para controlar el gasto 
de las prerrogativas de los partidos políticos, 
pero no parece tener efectos importantes en la 
detección de recursos públicos desviados. Esto 
podría modificarse cuando el Sistema Nacional 
Anticorrupción y los sistemas anticorrupción 
locales estén en funcionamiento, de tal forma 
que estos mecanismos permitan obtener infor-
mación de manera oportuna para que el INE, de 
ser el caso, cuente con los elementos para anular 
elecciones con base en lo señalado en la ley.

Es importante señalar que, actualmente, el INE 
opera con el presupuesto general aprobado por 
la Cámara de Diputados, el cual, como sucedió 
el año pasado, ha sufrido recortes que afectan 
la operación del Instituto, lo que ha obligado 
a la reorganización interna del gasto. En ese 
sentido, la Unidad Técnica de Fiscalización 
(UTF) ha podido, hasta el momento, atender 
las necesidades que se le requieren, pero las 
dimensiones de la elección de 2018 consti-
tuyen un reto que deberá enfrentar con recursos 
financieros y humanos limitados, así como con 
presiones de cumplimiento de plazos. De los 
3400 cargos en disputa, el INE deberá realizar 
los procesos de fiscalización de todos los candi-
datos postulados, en el marco tanto de las 
precampañas como de campañas. Para dimen-
sionar esta tarea: en las elecciones del año 2015 
hubo 14 elecciones locales, el INE revisó 9 mil 
899 informes de campaña, sin contar, claro, 
candidatos al congreso federal. Esto pone de 
manifiesto la complejidad operativa inherente 
a los procesos de fiscalización y que permite 
observar las implicaciones derivadas de la 
ampliación de facultades conferidas al INE.

3. Acceso a derechos 
político-electorales

Ante el nuevo mandato constitucional, los 
partidos políticos se vieron obligados a postular 
el mismo número de mujeres y hombres a los 
cargos de elección popular, esto con la finalidad 
de ampliar el acceso al poder legislativo de 
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las mujeres. Según la información disponible, 
en la mayoría de los congresos locales hubo 
un aumento importante de diputadas locales 
electas, en promedio, 15% más con respecto de la 
legislatura previa a la reforma. Actualmente, se 
estima que, en promedio, los congresos locales 
tienen un 40% de representación de mujeres. En 
la mayoría de las entidades, el mayor número 
de mujeres que lograron un escaño en el poder 
legislativo lo hizo por el principio de mayoría 
relativa, es decir, fueron postuladas en distritos 
electorales.

Otro tema que reguló la reforma político elec-
toral de 2014 fueron las candidaturas indepen-
dientes, estas concebidas como una vía alterna 
de participación política para quienes deseen 
contender por un cargo de elección popular 
(local y federal) fuera del marco de los partidos 
políticos. Desde el 2015 a la fecha, bajo esta 
modalidad, se han registrado alrededor de 585 
candidaturas independientes para la obten-
ción de un cargo de elección popular a nivel 
local y federal; no obstante, hasta el momento, 
únicamente 20 han logrado la victoria frente a 
candidatos postulados por los partidos polí-
ticos. Destaca el hecho de que son las presi-
dencias municipales el cargo en el que los 
independientes han obtenido la mayor cantidad 
de triunfos. Los datos muestran que, bajo el 
contexto actual, las candidaturas indepen-
dientes no suelen ser competitivas frente a las 
de los partidos políticos, quienes cuentan con 
un entramado legal e institucional que los favo-
rece en términos de financiamiento público, 
estructura interna y otras prerrogativas. Ante 
ello, los candidatos independientes cuentan con 
la casi única ventaja del financiamiento privado, 
cuyo tope es mucho mayor que el de cualquier 
partido.

Vale la pena describir brevemente el proceso 
de registro de las candidaturas independientes. 
El INE pasó de un procedimiento basado en la 
recolección de firmas por escrito a la utiliza-
ción de una aplicación digital por celular para 
la recolección de firmas obtenidas por auxi-
liares registrados por los candidatos indepen-
dientes para desempeñar esta tarea. Esta mejora 
permitió al INE, durante el proceso de registro 
de candidatos independientes en 2018, realizar 
esta tarea con mayor efectividad e identificar 
que las firmas fueran efectivamente válidas, 
que se encontraban en el padrón electoral y que 
no hubieran sido obtenidas de forma ilícita. Sin 
embargo, el INE tuvo que autorizar la recolec-

ción de firmas en papel en aquellos municipios 
que se consideró que presentaban limitaciones 
económicas y de conectividad para utilizar 
la aplicación, la cual, además, registró fallas 
técnicas. 

Sobre este particular, el INE enfrentó el reto de 
ofrecer garantías de audiencia para los candi-
datos independientes que alegaron haber reco-
lectado el número de firmas requerido, por 
ejemplo, Jaime Rodríguez Calderón y Armando 
Ríos Piter, en el caso de candidaturas inde-
pendientes a la Presidencia de la República. 
Aunque el INE demostró que el 60% de las 
firmas recolectadas por Rodríguez Calderón 
no eran válidas pues presentaban inconsisten-
cias, el TEPJF consideró que 16 mil 656 firmas 
que el INE había señalado como inválidas, 
podían aceptarse bajo el argumento de que 
se había violado el derecho de audiencia del 
candidato, por lo cual ordenó su registro como 
candidato a la Presidencia de la República (ver 
sentencia SUP/JDC/186/2018 del 9 de abril 
de 2018). En el caso del ciudadano Ríos Piter, 
éste desistió posteriormente de continuar con 
el proceso de revisión de firmas en las insta-
laciones del INE. En ambos casos, aunque el 
INE otorgó derecho de audiencia y capacidad 
de revisión a estos candidatos ciudadanos, el 
TEPJF estimó conveniente determinar que el 
INE no había cumplido con este elemento. La 
sentencia del TEPJF pone en entredicho los 
principios de certeza y legalidad del proceso 
electoral al permitir a candidatos que presen-
taron firmas con irregularidades estar en la 
boleta, a reserva que dichas firmas sean consi-
deradas después dentro de los procedimientos 
legales presentados por el INE ante la Fiscalía 
Especializada para la Atención de Delitos Elec-
torales (FEPADE). 

Un último aspecto por señalar en este apartado 
alude al rol del INE en su participación dentro 
de los procesos electorales de los partidos polí-
ticos. Bajo este nuevo andamiaje jurídico, el 2 
de mayo de 2014, el Partido de la Revolución 
Democrática (PRD) hizo la solicitud al INE para 
la organización de la elección nacional de inte-
grantes del Consejo Nacional, Consejos Estatales 
y Municipales, y Congreso Nacional, mediante 
voto directo y secreto de todos los afiliados. Se 
acordó que la fecha de la jornada sería el 7 de 
septiembre de 2014, fecha en la cual los mili-
tantes del PRD votaron por cuatro figuras que 
integrarían su Congreso Nacional, así como sus 
Consejos Nacional, Estatal y Municipal.
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Según los datos disponibles, la militancia perre-
dista optó por involucrarse de manera más 
activa en la votación de los consejeros nacio-
nales, dado que se registró un total de 2,055,501 
votos, seguido de los congresistas nacionales 
(2,052,648). Asimismo, la elección de conse-
jeros estatales registró un total de 2,050,363 
votos y, por último, los consejeros municipales 
con 1,871,728 sufragios. Según información 
de la prensa de 20143, el padrón de militantes 
del PRD contaba con 4 millones 437 mil 447 
de personas, por lo que se registró una parti-
cipación del 46%. Igualmente, se instalaron 
alrededor de 8 mil 249 casillas, en el 99.76% de 
estas, la jornada transcurrió con normalidad; 
sólo en 6 casillas se registró robo de boletas en 
entidades como Puebla, Guerrero, así como en 
los municipios de Tultitlán y Nezahualcóyotl, 
lo que impidió terminar el proceso. Los resul-
tados mostraron que la mayor participación 
de la militancia perredista se dio en la Ciudad 
de México, seguido por el Estado de México, 
Guerrero y Michoacán.

Es importante destacar que, en otras elecciones 
internas, el PRD presentaba alta conflictividad 
poselectoral, sobre todo con casos como robo 

de urnas, manipulación de resultados de vota-
ción y violencia en las casillas que instalaba este 
partido. La elección del año 2014 del PRD, como 
se comentó, sucedió con normalidad y permitió 
una renovación pacífica de los órganos cole-
giados de dicho instituto político. 

La implementación de la reforma político elec-
toral, como se discutió en esta sección, ha promo-
vido cambios con distinto nivel de alcance. 
Dentro de estos, destaca la ampliación de atri-
buciones para el INE lo que, como consecuencia, 
ha generado una mayor presión sobre las capa-
cidades organizacionales de este instituto, pues 
estas atribuciones significan un mayor número 
de recursos y esfuerzo en un contexto de auste-
ridad. Asimismo, esta valoración también 
permite observar los avances relacionados con 
el establecimiento de condiciones más favora-
bles para el ejercicio efectivo de los derechos 
políticos, por ejemplo, a través de la paridad de 
género y de las candidaturas independientes. 
No obstante, es necesario reflexionar también 
acerca de aquellos aspectos de la reforma que, 
por diversas razones, no han podido consoli-
darse. Sobre esto versa la siguiente sección del 
documento.

3 INE valida padrón de militantes ‘elegibles’ del PRD, enlace: http://www.excelsior.com.mx/nacional/2014/07/15/971000, 
(consulta: 13 de diciembre de 2017).

a) La reelección consecutiva en México

La reforma político electoral de 2014 eliminó la 
prohibición de reelección legislativa consecutiva 
—en vigor desde 1933— para el ámbito federal 
(Cámara de Diputados y Senado de la República) 
y para el local (diputaciones de los congresos 
cada entidad federativa). Además, esta reforma 
permite la reelección consecutiva de alcaldes, 
síndicos y regidores de los ayuntamientos. De 
acuerdo con el artículo 59 constitucional y el 
transitorio décimo primero de la reforma, las y 
los integrantes del Poder Legislativo que sean 
electos a partir de 2018 podrán reelegirse hasta 
por cuatro periodos consecutivos, en el caso de 
las y los diputados (12 años) y hasta por dos, en 
el caso de las y los senadores (12 años). 

Para ello, deberán ser postulados por el mismo 
partido o cualquiera de los partidos inte-
grantes de la coalición que los postularon la 
primera vez, excepto cuando hayan renunciado 

o perdido la militancia antes de la mitad de su 
mandato (CPEUM, art. 59). En consecuencia, 
la CPEUM no establece lineamientos ni limita-
ciones sobre el principio de elección (mayoría 
relativa o representación proporcional) por el 
que fueron electos: puede ser el mismo o dife-
rente a la primera postulación (Ugalde y Rivera 
2014: 199); ni establece criterios o plazos para 
presentar solicitudes de licencia para separarse 
del cargo antes del inicio formal de los procesos 
internos de selección de candidaturas (Acción 
de Inconstitucionalidad 50/2017). En el mismo 
tenor, estas modificaciones otorgaron discrecio-
nalidad a las entidades federativas para definir 
sus propias reglas de reelección consecutiva 
en el nivel local, al establecer únicamente dos 
restricciones generales (CPEUM, arts. 115 y 116): 

1)	 La duración en el cargo debe ser máximo de 
doce años consecutivos para diputaciones 
locales y seis años para gobernantes muni-
cipales. 

III. TEMAS PENDIENTES
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2)	 La postulación sólo podrá hacerla el mismo 
partido político o cualquiera de los partidos 
integrantes de la coalición, salvo que hayan 
renunciado o perdido su militancia antes de 
la mitad de su mandato.  

Después de revisar las constituciones y legisla-
ciones locales, se pudo verificar lo siguiente: 1) 
la totalidad de las legislaturas locales permite 
la reelección consecutiva en el poder legisla-
tivo, al igual que de presidentes municipales, 
con la excepción del estado de Hidalgo que no 
permite la reelección consecutiva de alcaldes, 2) 
en cuanto a periodos de reelección, en 23 enti-
dades se permite la reelección hasta por cuatro 
periodos consecutivos de legisladores, mientras 
en el resto de las entidades sólo se permite uno. 
En cambio, en todos los estados se permite una 
sola reelección para presidentes municipales 
(Zepeda y Gómez, 2018).4 

De acuerdo con la exposición de motivos de las 
iniciativas de ley que presentaron por separado 
el Partido Acción Nacional y el Partido de la 
Revolución Democrática, así como el dictamen 
de las comisiones del Senado, los objetivos de 
la reforma fueron contribuir al fortalecimiento 
de la relación entre representantes y electores; 
otorgar incentivos a los servidores públicos 
para rendir cuentas a los ciudadanos, quienes 
evaluarían su desempeño y, con base en esto, 
decidirían sobre otorgarles nuevamente su voto 
o no; profesionalizar la carrera de los legisla-
dores y dar continuidad a las funciones legis-
lativas, lo que incrementa eficacia en la labor 
parlamentaria. 

En las elecciones de 2018, la reelección se pondrá 
en práctica para al menos un cargo de elección 
popular en 28 de las 30 entidades federativas 
que celebran comicios (INE; 2018: 25-26). A nivel 
federal, será hasta 2021 cuando los diputados 
federales tendrán la posibilidad de reelegirse, y, 
hasta 2024, para los senadores de la LXIV y LXV 
Legislaturas (2018-2024) (INE: 2018: 24).  

Un problema potencial en el diseño institucional 
de la reforma es la ausencia de mecanismos insti-
tucionales que impidan que los alcaldes utilicen 
recursos públicos, mientras ejercen el cargo, para 
promocionar su imagen personal en periodo no 
electoral con miras a la reelección consecutiva, 

lo que en la literatura sobre el tema se conoce 
como “personalismo en el ejercicio del poder” 
(Zovatto y Orozco 2008: 98; Casas-Zamora et al. 
2016: 40). Para algunos especialistas, el hecho 
de que quien ocupa un cargo público aspire 
a reelegirse podría vulnerar la equidad en la 
contienda porque el resto de sus contrincantes 
estaría en desventaja respecto de la cantidad 
de recursos y tiempo invertido en la misma 
(Thompson 2012: 279; Comisión de Venecia 
2018: 26-27). Según una revisión realizada, en 
12 entidades se requiere que legisladores o 
presidentes municipales que buscan reelección 
se separen de su cargo en algún momento antes 
de la campaña electoral o del día de la elección, 
en 4 entidades es optativo separarse mediante 
licencia del cargo, en una entidad se menciona 
explícitamente la prohibición a candidatos a la 
reelección de utilizar sus cargos para promo-
ción. En el resto de las entidades analizadas no 
hay obligación alguna de pedir licencia.5 Esto 
pone de relieve un problema de regulación que 
podría afectar la equidad de la contienda. En 
particular, sería necesaria una regulación homo-
génea y profunda para evitar el uso de recursos 
públicos, ya que esa es una causal de nulidad de 
una elección bajo el nuevo régimen establecido. 
En especial, es relevante porque, como señala 
la literatura especializada (Berry; Berkman y 
Schneiderman, 2000), los que buscan su reelec-
ción suelen tener ventajas comparativas ante el 
electorado al estar más profesionalizados y al 
tener más reconocimiento entre estos. 

La legislación para armonizar la reelección con 
otros principios democráticos y electorales es 
un tema pendiente de atender. Es necesario 
regular cuáles serán las facultades de la auto-
ridad electoral administrativa y jurisdiccional, 
en el nivel local y federal, para vigilar aspectos 
como: el cumplimiento de la paridad de género, 
los procesos de selección de candidaturas, actos 
anticipados de campaña, propaganda persona-
lizada, acceso a medios de comunicación, fisca-
lización de los gastos de campaña de candidatos 
con un cargo o sin él y candidaturas indepen-
dientes, entre otros. 

Las reglas electorales locales deben ser compa-
tibles con la reelección, por lo que, si no se 
legisla en el nivel federal con criterios especí-
ficos de implementación, pasará a los partidos 

4 INE valida padrón de militantes ‘elegibles’ del PRD, enlace: http://www.excelsior.com.mx/nacional/2014/07/15/971000, 
(consulta: 13 de diciembre de 2017).
5 Información obtenida de las constituciones y legislaciones locales vigentes.
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políticos, candidatos y a la autoridad jurisdic-
cional la facultad de resolver y hacer compati-
bles el conjunto de reglas electorales para que 
la reelección inmediata no vulnere la equidad 
en la contienda. Actualmente, los congresos 
locales tienen discrecionalidad para legislar 
sobre los criterios para la reelección, por lo 
que esto podría derivar en una diversidad de 
medidas y resultados a lo largo del territorio 
nacional.  

En especial, esto es relevante para el Congreso 
de la Unión, dado que no se ha legislado sobre 
la reelección para la Cámara de Diputados y el 
Senado de la República. Este no es un elemento 
menor dado que en esta legislación se estable-
cerán los criterios para llevar la reelección a la 
práctica y, con base en estos, las condiciones 
para la competencia política.

Adicionalmente, esto también permite aludir 
a la percepción de los ciudadanos mexicanos 
sobre este tema. Al respecto, la Encuesta 
Nacional sobre Cultura Política y Prácticas 
Ciudadanas (ENCUP, 2012), señaló que 43.39% 
de los ciudadanos estaba en desacuerdo con la 
reelección de diputados; 44.28% en desacuerdo 
con la reelección de Presidentes Municipales o 
Jefes Delegacionales (ahora alcaldes); y 44.19% 
en desacuerdo en el caso de gobernadores. Estas 
cifras subrayan la relevancia de que los crite-
rios que se establezcan para la reelección sean 
claros, transparentes y que promuevan condi-
ciones favorables de competencia electoral. Lo 
contrario, podría agudizar la desconfianza en 
las instituciones y en el sistema político, en 
general. Sin embargo, una encuesta levantada 
a finales de 2017 mostró que la mayoría de los 
mexicanos (69%) desconocía que, a partir de las 
elecciones de 2018, está permitida la reelección 
en algunos cargos de elección popular (Parame-
tría, 2017).

En ese sentido, no sólo es necesario mejorar el 
nivel de conocimiento que los ciudadanos mexi-
canos tienen sobre el Congreso de la Unión sino 
también incrementar la confianza y el interés 
en éste. Lo anterior, lo documentó Latinoba-
rómetro (2017) al identificar que la confianza 
de los mexicanos en el Congreso es muy baja. 
Entre 1995 y 2017, más de dos terceras partes 
(67%) de los entrevistados dijo tener poca o 

nula confianza en esta institución. Además, 
en la más reciente edición de Latinobarómetro 
(2017), 74 de cada cien mexicanos afirmaron 
tener poca o ninguna confianza en el Congreso.

Por su parte, la Tercera Encuesta Nacional 
de Cultura Constitucional (IIJ-UNAM, 2017) 
tuvo, entre sus hallazgos, que a 45 de cada 
cien mexicanos no le interesan los asuntos que 
se discuten en la Cámara de Diputados y en 
el Senado de la República. En ese orden de 
ideas, la Encuesta Nacional de Cultura Polí-
tica (IIJ-UNAM, 2015) arrojó que 45 de cada 
cien mexicanos considera que los asuntos que 
se discuten en la Cámara de Diputados sólo 
son de interés para los políticos, frente a 30 de 
cada cien encuestados que afirmaron que son 
importantes para los ciudadanos. 

En suma, además de la reelección consecutiva es 
necesario crear estrategias que permitan acercar 
a la ciudadanía con el Congreso de la Unión 
para promover que los mexicanos tengan mayor 
interés, nivel de conocimiento y confianza en el 
Poder Legislativo.

Considerando esta discusión, la reelección 
consecutiva, como parte de la reforma polí-
tico electoral constituye un tema pendiente 
de valorar a partir de dos aspectos clave. El 
primero, como se señaló, el desarrollo de los 
criterios para su implementación en los distintos 
estados del país. El segundo, el establecimiento 
de la regulación que normará este tema en el 
Congreso de la Unión. 

b) Gobierno de coalición6

Desde hace más de dos décadas los gobiernos 
en México son minoritarios: quien ocupa 
la Presidencia de la República (además de 
no haber sido elegido por la mayoría de los 
votos) no ha contado con el respaldo mayori-
tario del Congreso. El gobierno de coalición 
se ha configurado en una propuesta básica-
mente para enfrentar dicha situación. Este 
tipo de unión de partidos podría explicarse 
como un gobierno que se comparte y en el que 
se aseguran mayorías estables en el Congreso, 
lo que permite concretar los objetivos de una 
agenda legislativa. 

6 El contenido de este apartado se puede consultar de manera extensa en: Palazuelos Covarrubias, Israel, (2018) “El futuro 
de los gobiernos de coalición en México. Un análisis de su (im)posible implementación”, Mirada Legislativa No. 148. 
Ciudad de México: Instituto Belisario Domínguez, Senado de la República, 17p.
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Algunas de las características de los gobiernos 
de coalición en los sistemas presidenciales iden-
tificadas en la literatura son, por ejemplo, que 
previo a su formación, el presidente carece de 
una mayoría legislativa “propia” (Cheibub, 
Przeworski y Saiegh, 2004); implica un acuerdo 
entre el presidente y al menos dos partidos polí-
ticos (Laver y Schofield, 1991, Amorim, 1998, y 
Chasquetti, 2000); su formación implica contar 
con una mayoría absoluta en el Poder Legisla-
tivo; los integrantes de la coalición acuerdan (y 
ratifican formalmente) al gabinete de gobierno 
(Riker, 1962); y las fuerzas integrantes convienen 
una agenda común.

Como se observa, una de las características esen-
ciales de esta modalidad de gobierno es cons-
tituirse en un instrumento de gobernabilidad 
democrática y, uno de sus principales objetivos, 
dotar de legitimidad al gobierno. En una coali-
ción de gobierno, “la presencia en los órganos 
del poder de miembros de distintas fuerzas 
políticas hace que los gobernados tengan una 
base para confiar en los agentes del poder en 
tanto que ninguno tiene por sí solo la capacidad 
total de decidir” (Valadés, 2016:78). 

En este contexto, la figura de gobierno de coali-
ción se incluyó en el contenido de la reforma 
político electoral de 2014, a través de la cual se 
faculta al Presidente de la República para optar 
por un gobierno de esta naturaleza. Constitucio-
nalmente, el gobierno de coalición se estableció 
en los artículos 74 fracción III, 76 fracción II, 
así como 89 fracciones II y XVII. En esta última 
se dispone que la regulación de dicha moda-
lidad de gobierno será a través de un Convenio 
y un Programa, documentos que deberán ser 
acordados entre las fuerzas políticas represen-
tadas en el Congreso que pretendan unirse para 
formar gobierno y aprobados por mayoría de 
los miembros presentes en la Cámara de Sena-
dores.

Este tipo de gobierno es una facultad presi-
dencial optativa a la que se puede recurrir en 
cualquier momento del mandato y es posible 
disolver de acuerdo con las causas que prevenga 
el Convenio antes señalado (CPEUM, artículo 
89, Fracción XVII). Además, el Senado tendrá 
la facultad exclusiva de ratificar los nombra-
mientos que el Presidente de la República haga 

de los Secretarios de Estado con excepción de 
los titulares de los ramos de Defensa Nacional y 
Marina (CPEUM, artículo 76, fracción II).

Este componente de la reforma fue previsto 
originalmente como una forma de responder 
a la necesidad de generar acuerdos entre las 
diversas fuerzas políticas representadas en el 
Congreso de la Unión (Gobierno de la Repú-
blica, 2014).

La incorporación de los gobiernos de coalición 
a la reforma de 2014 tuvo como inspiración 
diferentes fuentes. Entre estas se identifican 
específicamente cuatro: primero, la propuesta 
del “gobierno de gabinete” del investigador 
Diego Valadés del Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM; segundo, el papel de 
la sociedad civil, principalmente a través del 
movimiento #ReformaPolíticaYA y la deno-
minada Primera Cumbre Ciudadana; tercero, el 
cúmulo de iniciativas legislativas de los dife-
rentes grupos parlamentarios en el Congreso; y 
cuarto, el Pacto por México. 

El texto de Valadés (2003) es probablemente 
el primer referente directo de la introducción 
de los gobiernos de coalición en México, en 
éste propone contribuir a enfrentar y resolver 
los problemas de gobernabilidad del país, los 
cuales se derivan de una desarticulación en los 
trabajos entre poderes, en un sistema presiden-
cialista centralizado.7

El papel de la sociedad civil también fue un 
elemento importante para la inclusión de este 
tema en la reforma. Las propuestas de cambio 
constitucional presentadas en julio de 2011 ante 
el Senado por el movimiento #ReformaPolíti-
caYA, conformado por ciudadanos y organiza-
ciones cívicas, y la Cumbre Ciudadana de mayo 
de 2012 que reunió a diversos representantes de 
la sociedad civil, fueron referentes significativos 
y parte del contexto de exigencia que colocó el 
acento en aspectos de diagnóstico en las inicia-
tivas que, posteriormente, sirvieron para incluir 
en la reforma el tema de los gobiernos de coali-
ción (Castellanos, 2016: 21, 39 y 40).

De igual manera, los trabajos legislativos previos 
a la reforma fueron de suma importancia para 
la incorporación de la figura del gobierno de 

7 Esta propuesta ha sido fuente de inspiración de iniciativas de diferentes fuerzas políticas en el Congreso, tal es el caso de 
la presentada por el Senador Beltrones en 2011, misma que fue parte del paquete que derivó en la reforma política de 2014 
y, con posterioridad a ella, de diversas que proponen la creación de una Ley del Gobierno de Coalición. 
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coalición. Entre estos destacan las iniciativas 
del Senador Manlio Fabio Beltrones (septiembre 
de 2011), la de los Senadores Fernando Herrera 
y Alejandro Encinas (julio de 2013), y la de 
los grupos parlamentarios del PAN en ambas 
cámaras del Congreso (septiembre de 2013).8

También destaca la Agenda Mínima para Defender 
y Profundizar la Democracia, propuesta por los 
grupos parlamentarios del Partido de la Revolu-
ción Democrática y del Partido Acción Nacional 
del Senado de la República. Esta agenda 
proponía la inclusión de gobiernos de coali-
ción y, con estos, la aprobación de un convenio 
programático por ambas cámaras, y un gabinete 
cuyos miembros, incluso el jefe del mismo, se 
encontrarán sujetos a ratificación y destitución 
a través del Congreso (Senado de la República, 
2013).9

Finalmente, en buena parte como efecto de los 
elementos anteriores, se encuentra el Pacto por 
México, una agenda común signada por las tres 
principales fuerzas políticas (PRI, PAN, y PRD) 
y el gobierno federal, cuyo compromiso número 
87 aludió a los gobiernos de coalición con la 
finalidad de “otorgarle al presidente la facultad 
constitucional de optar entre gobernar con 
minoría política o gobernar a través de una coali-
ción legislativa y de gobierno” (Gobierno de la 
República, 2012). En el documento se detalla la 
necesidad de que el programa de gobierno sea 
acordado por las fuerzas integrantes de la coali-
ción y ratificado por la mayoría conformada en 
el Congreso, así como la integración de un gabi-
nete de coalición que lo ejecute y una mayoría 
en el Congreso que lo asuma en su agenda legis-
lativa.

De acuerdo con la reforma político electoral de 
2014, un gobierno de coalición podría consti-
tuirse en el país a partir de 2018, es decir, surtiría 
efectos para el gobierno federal que resulte 
electo y que inicie su gestión en este año.10 Su 

viabilidad, considerando cómo se encuentra 
regulado hoy en día, dependerá de tres factores 
principales: 

1.	 Los resultados electorales que dan pie a la 
configuración del Poder Legislativo. Si estos 
conducen a una integración mayoritaria del 
partido gobernante, pactar con otra u otras 
fuerzas en el Congreso sería ocioso. Por el 
contrario, si el partido del presidente electo 
no obtiene una mayoría (absoluta), ésta 
sería una primera condición favorable para 
instalar un gobierno de coalición.11 

2.	 La decisión del presidente entre un 
gobierno dividido o uno compartido, es 
decir, convocar a otra u otras fuerzas polí-
ticas para coaligarse en el gobierno u optar 
por un gobierno minoritario obligado a 
buscar acuerdos coyunturales o pactos 
que emulen una coalición como el Pacto 
por México pero, al final de cuentas, tran-
sitorios. La voluntad del presidente puede 
modificarse en cualquier momento de su 
sexenio, un asunto importante porque 
puede responder a cambios en la integra-
ción del Congreso, principalmente luego de 
las elecciones intermedias. 

3.	 La capacidad de coalición que se tenga 
desde el partido en el gobierno con otro u 
otros para constituir una mayoría estable en 
el Congreso. Esto incluye los acuerdos entre 
fuerzas políticas en cuanto a la conforma-
ción del Ejecutivo (es decir, cómo concretan 
compartirlo) y la integración de un sólo 
programa de gobierno que sea respaldado 
por dicha mayoría en el Legislativo.

La consolidación de un gobierno de coalición, 
por tanto, depende de diversos factores polí-
ticos. Además, la forma en que se instrumente 
esta figura podría ser objeto de nuevas modifi-
caciones que establezcan un marco normativo 

8 Estas iniciativas son parte de un conjunto de 56 propuestas en materia política y electoral presentadas en las LX y LXI 
legislaturas cuyo contenido fue analizado y sistematizado para que constituyera la base sobre la que se elaboró el dictamen 
de la Reforma de 2014 desde el Senado (Castellanos, 2016: 22).
9 Esta agenda se presentó el 15 de mayo de 2013 basada en tres grandes objetivos los cuales se pretendía alcanzar mediante 
30 medidas específicas de reforma. Uno de esos tres objetivos consistía en que los Poderes Ejecutivo y Legislativo tuvieran 
una mejor relación de entendimiento y de cooperación a través de compartir responsabilidades de gobierno para lo que 
proponían precisamente la inclusión de gobiernos de coalición.
10 De conformidad con el Artículo Décimo Segundo Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 10 de febrero de 2014.
11 Los gobiernos de coalición están pensados para lograr, entre otros objetivos, dotar de legitimidad a un gobierno que 
la mayoría de los votantes no eligieron; sin embargo, esta condición no sería adversa si el partido gobernante cuenta con 
mayoría en el Congreso.
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amplio que detalle diferentes aspectos. En el 
transcurso de cuatro años, entre la aprobación 
de la reforma (2014) y la conclusión de la LXIII 
legislatura (2018), algunas fuerzas políticas 
presentaron, por separado, diversas iniciativas 
legislativas, ya sea a nivel constitucional o de 
leyes secundarias relacionadas con este tema. 

Esta serie de iniciativas conforma un entramado 
desde el que es posible regular la implementa-
ción de los gobiernos de coalición en México y 
son, desde luego, base importante del debate en 
torno al tema ya que se componen de posturas 
diversas entre las que se identifican principal-
mente tres.  

Dentro de la primera postura se encuentran 
quienes piensan que el gobierno de coalición 
se debe regular exclusivamente a partir de los 
documentos rectores que ya prevé la Constitu-
ción, de tal suerte que cada que un presidente 
convoque su conformación se puedan acordar 
reglas distintas y adecuadas, esto es, sin la 
necesidad de legislar más al respecto, sino mas 
bien, plasmando las particularidades en cada 
convenio y programa de gobierno. 

Las otras dos posturas proponen reglas comple-
mentarias, incluso la expedición de un ordena-
miento específico a manera de Ley Federal del 
Gobierno de Coalición. La diferencia entre ellas 
radica en que una se apega a la propia reforma, 
es decir, legisla a partir de ella, mientras que la 
otra, modifica constitucionalmente sus compo-
nentes para, desde estos nuevos, reglamentar 
dicha figura política. 

Ambas se ven reflejadas en cada una de las 
propuestas vertidas en el Congreso luego de la 
reforma, mismas que provinieron de los grupos 
parlamentarios del PAN, PRD, MC, y del PVEM. 
De entre los diversos temas que se colocan en la 
discusión a través de estas iniciativas destacan tres.

El primero que, en contraste con lo dispuesto 
actualmente por la Constitución, obliga a 
asumir un gobierno de coalición bajo ciertas 

circunstancias relacionadas con los resultados 
electorales, ya sea de la votación para el cargo 
de Presidente de la República, o la del Congreso 
(propuestas del PRD y MC).12

El segundo se refiere a la introducción del balo-
taje como alternativa, junto con el gobierno de 
coalición, que legitime al presidente en caso 
de que sea electo con una cantidad de votos 
menor a la mayoría absoluta. Esta propuesta 
da a elegir al candidato presidencial ganador 
entre ir a una segunda vuelta (con el riesgo 
de perder en ella) o compartir el gobierno 
(propuestas del PVEM).

El tercero consiste en especificar el contenido, 
características y la manera en que se deben legi-
timar los documentos rectores del gobierno de 
coalición y la forma en que se nombrará y/o 
ratificará a los miembros del gabinete presiden-
cial, así como la redefinición de sus funciones 
(propuestas del PAN, PRD, MC, y PVEM).13

Dada la reciente incorporación de la figura 
de los gobiernos de coalición en la legislación 
mexicana, es relevante valorar su pertinencia en 
función de tres aspectos principales: la efectiva 
separación de poderes; el papel de la oposición y 
el derecho de las minorías; así como el contexto 
de gobiernos minoritarios, parálisis legislativa, 
y acuerdos legislativos coyunturales. 

Todas estas modificaciones deben ser vistas 
atendiendo al espíritu original de la implemen-
tación de estos gobiernos en el diseño insti-
tucional de México: que los poderes gocen de 
herramientas para hacer más ágil su interacción 
y asumir corresponsabilidad en sus trabajos, sin 
comprometer su separación y que esto consti-
tuya un beneficio ciudadano. 

Asimismo, dado que el gobierno de coalición se 
construirá por el partido con la primera minoría 
y otro u otros que representen, en conjunto, más 
de la mitad de los votos en el Congreso (y que 
tendrán asegurada una mayoría absoluta que no 
los obligue a negociar con fuerzas menores) es 

12 Se refieren específicamente a no obtener un número de votos equivalente al 40% de la lista nominal de electores utili-
zada en la jornada comicial, o no conseguir más del 50% de la votación válida emitida. En el caso del Congreso se discierne 
que, para que la ley requiera un Gobierno de Coalición, es porque el partido que postuló al candidato ganador no cuenta 
con una mayoría absoluta en el poder legislativo.
13 Respecto del Convenio de Coalición, se pretende definir su contenido agregando diversos elementos necesarios (por 
ley) para que este pueda ser signado y aprobado. Dentro de estos, se encuentra la definición de los partidos que integran 
el gobierno de coalición, la integración y organización del gabinete, la definición de la agenda legislativa común, las 
modalidades de rendición de cuentas del ejecutivo al legislativo, así como las formas y procedimientos de modificación y 
disolución de la coalición.
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fundamental que estas asuman una función de 
vigilancia y de exigencia para que sus agendas 
también sean tomadas en cuenta y que los dere-
chos de las minorías sean considerados. 

Finalmente, en términos de implementación, 
adopción y funcionamiento de un gobierno de 
coalición en México, es importante no perder de 
vista que estos no representan una solución en 
sí mismos, por lo que deberá valorarse su perti-
nencia en función de los resultados que podrían 
derivarse de un esquema de esa naturaleza.

c) Órganos públicos autónomos

Otro de los temas previstos por la reforma polí-
tico electoral de 2014 fue la autonomía otorgada 
a la Fiscalía General de la República (FGR) y al 
Consejo Nacional de Evaluación para la Política 
de Desarrollo Social (CONEVAL). En el primer 
caso, la FGR está contemplada en el artículo 102 
constitucional como un “órgano público autó-
nomo, dotado de personalidad jurídica y de 
patrimonio propios”. La motivación para este 
cambio trascendía no sólo la transformación de 
la Procuraduría General de la República (PGR), 
sino también la modificación de algunas de sus 
facultades, por ejemplo, la disposición sobre 
que el Fiscal o Agente del Ministerio Público de 
la Federación participe “en todos los juicios de 
amparo en los que el acto reclamado provenga 
de procedimientos del orden penal y aquellos 
que determine la ley” (Gobierno de la Repú-
blica, 2014). La lógica subyacente a esta trans-
formación era incrementar la eficacia de esta 
institución en los procesos de procuración de 
justicia. Esta reforma, además, contempla la 
existencia de dos fiscalías especializadas: una en 
materia de delitos electorales y otra en combate 
a la corrupción. El titular de esta última (y cuyo 
nombramiento está pendiente), por ejemplo, 
constituye uno de los integrantes del Comité 
Coordinador del Sistema Nacional Anticorrup-
ción (SNA).

Para este fin, se presentaron diversas iniciativas 
de la Ley Orgánica de la FGR, incluyendo la del 
Ejecutivo Federal. Este proceso derivó en la 
presentación y aprobación, en la sesión del 14 
de diciembre de 2017 del pleno del Senado de 
la República, del Proyecto de Decreto por el que 
se reforma el artículo décimo sexto transitorio del 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en 

el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero 
de 2014. Dicho proyecto “propone adicionar 
un párrafo segundo al artículo Décimo Sexto 
Transitorio del decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos […] para establecer que una vez 
realizada la declaratoria de autonomía 14 cons-
titucional de la Fiscalía General de la Repú-
blica, la Cámara de Senadores iniciará de forma 
inmediata el procedimiento previsto en el 
Apartado A del artículo 102 constitucional para 
la designación del Fiscal General; si la Cámara 
de Senadores no estuviere reunida, la Comisión 
Permanente la convocará inmediatamente a 
sesión extraordinaria. Señala que el Procurador 
General de la República que se encuentre en 
funciones, continuará en su encargo hasta en 
tanto el Senado designe al Fiscal General de la 
República” (Senado de la República, 2017). Así, 
dicho proyecto fue remitido a las legislaturas 
estatales para su aprobación. 

En este rubro se incluye también el tema del 
CONEVAL. Como prevé el artículo 26 de la Cons-
titución, el CONEVAL será un “órgano autó-
nomo, con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, a cargo de la medición de la pobreza 
y de la evaluación de los programas, objetivos, 
metas y acciones de la política de desarrollo 
social…” La reforma político electoral señala 
que el nombramiento, tanto del presidente 
como de los seis consejeros, se realizará a partir 
del voto de las dos terceras partes de la Cámara 
de Diputados. Ante esto, uno de los aspectos 
pendientes es precisamente la promulgación de 
la ley secundaria que regule el funcionamiento 
del CONEVAL bajo el modelo de autonomía y 
organización que prevé la Constitución.

Así, desde la Cámara de Diputados se han 
presentado iniciativas de ley del CONEVAL, 
cuyo estatus está pendiente en comisiones en 
el Senado de la República. Como consecuencia, 
ante la ausencia de esta ley, el nombramiento 
del presidente y de los consejeros no se ha 
concretado.

No obstante, la autonomía del CONEVAL y el 
modelo de funcionamiento que se propone, no 
han sido temas exentos de críticas, el propio 
Consejo externó, en su momento, la preocupa-
ción sobre que los cambios propuestos por la 
reforma político electoral, en particular,  que la 
participación de la Cámara de Diputados en la 
selección de los consejeros mermara la credi-
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bilidad de la institución a partir de la posible 
“partidización” de este proceso (CONEVAL, 
2014).

Así, las discusiones han versado sobre las 
posibles implicaciones de la autonomía del 
CONEVAL en términos de su credibilidad y 
legitimidad; sin embargo, un aspecto impor-
tante que debe tomar en cuenta la legislación 
secundaria es el fortalecimiento de los procesos 
para fomentar el uso de las evaluaciones.

Finalmente, la autonomía de CONEVAL cons-
tituye un tema pendiente para la nueva legisla-
tura dado que, ante la ausencia de la legislación 
secundaria que regule su funcionamiento, dicha 
autonomía no podrá ejercerse de forma efec-
tiva. Esto, además, limita el marco de actuación 
del Consejo pues no se han hecho explícitas las 
nuevas atribuciones que tendrá como la institu-
ción encargada de la evaluación de la política de 
desarrollo social y de la medición de la pobreza 
en México, ya como un órgano fuera de la esfera 
del Poder Ejecutivo. 

A partir de la implementación de la reforma se 
han notado avances importantes en términos 
organizacionales, de procesos y calidad de 
resultados públicos del sistema electoral. En 
particular, se logró efectivamente homologar 
procesos electorales en el ámbito local, mejorar 
las capacidades de fiscalización de los recursos 
de los partidos políticos, así como ampliar dere-
chos para ciudadanos, mujeres y militantes de 
partidos políticos. Sin embargo, se identifica 
que los retos administrativos, presupuestales 
y jurídicos para el INE se tornan cada vez más 
complejos, no sólo en materia de las dimen-
siones organizacionales de las elecciones ante 
el aumento de facultades y elecciones simultá-
neas, sino también en la ejecución de decisiones 
concretas para el funcionamiento de estos 
procedimientos. 

Un elemento por destacar es el rol que ha tenido 
el TEPJF, el que ha emitido sentencias que 
contradicen al INE en temas como la asigna-
ción de consejeros electorales, la definición de 
rebase de topes de campaña y la verificación de 
firmas que deben obtener los aspirantes inde-
pendientes a candidaturas. Estas sentencias 
han generado incertidumbre sobre si es posible 
implementar la reforma política electoral con 
suficientes garantías de confianza para la ciuda-
danía. En este contexto, es necesario evaluar el 
entramado jurídico y el proceso de designación 
del TEPJF a la luz de estas sentencias, las cuales 
han sido en detrimento de las capacidades orga-
nizacionales del INE y en la percepción sobre su 
legitimidad.

Respecto de los temas pendientes derivados de 
la reforma político electoral, como se señaló, 
se observa la necesidad de definir los criterios 
que regulen la implementación de aspectos 
clave como la reelección de los integrantes del 
Congreso de la Unión, así como de las condi-
ciones que podrían normar la conformación de 
un gobierno de coalición. Asimismo, el rol de 
las legislaturas estatales es indispensable para 
que el Senado de la República pueda iniciar el 
procedimiento para el nombramiento del Fiscal 
General de la República, así como el papel del 
Legislativo Federal para la promulgación de la 
ley que regule el funcionamiento del CONEVAL.

Finalmente, el actual proceso electoral cons-
tituirá una prueba de gran relevancia para 
conocer cómo funcionó, en la práctica, el 
conjunto de modificaciones que promovió la 
reforma político electoral de 2014. Algunos de 
estos elementos se centrarán, fundamental-
mente en valorar cómo la ampliación de facul-
tades del INE se tradujo en acciones ejecutadas 
adecuadamente, especialmente, en un contexto 
de recursos limitados. En relación con el forta-
lecimiento de los derechos políticos —paridad 
de género, candidaturas independientes— esto 
deberá reflexionarse en función de los resul-
tados obtenidos en las elecciones, así como en 
las discusiones que se deriven de los procesos 
que se implementaron para estos propósitos.
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